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JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 
SAN ANDRÉS ISLA 

 
SIGCMA 

    
San Andrés, Isla, Primero (01) de Febrero de Dos Mil Veintidós (2022) 

   
RADICACIÓN:   88-001-4003-003-2022-00006-00 
REFERENCIA:   ACCIÓN DE TUTELA  
TUTELANTE:    GUILLERMINA WALTERS FORBES 
TUTELADO: GOBERNACION DEL DEPARTAMENTO 

ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRÉS, 
PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA 

 
SENTENCIA No. 0010-022 

  
1. OBJETO 

 
Procede el Despacho a decidir la acción de tutela instaurada por la señora 
GUILLERMINA WALTERS FORBES actuando en nombre propio en contra de la 
GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRÉS, 
PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA. 
 

2. ANTECEDENTES 
 
La señora GUILLERMINA WALTERS FORBES actuando en nombre propio, interpuso 
acción de tutela por razón de los hechos que a continuación se sintetizan: 
 
Expresa la accionante que la suscrita accionante se desempeñaba como secretaria 
ejecutiva, bajo la Secretaría de Gobierno en la Gobernación Departamental de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina. 
  
Sostiene que, la Comisión Nacional del Servicio Civil mediante Convocatoria 1110 
Territorial 2019, convocó a las personas que cumplieran con los requisitos para proveer 
cargos vacancia definitiva en la Gobernación Departamental de San Andrés.  
 
Indica que, como resultado de la Convocatoria de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil se ejecutó y se nombró a los servidores públicos con los puntajes exigidos, y, como 
consecuencia de ello, el cargo que ocupaba la suscrita fue puesto a disposición de dicho 
concurso. 
 
Manifiesta que, como lo descrito en el numeral anterior, se efectuó la debida notificación 
de la lista de elegibles dejando a la suscrita por fuera del puesto denominada, donde 
presenté DERECHO DE PETICIÓN a la administración departamental, recibida el día 
20 de diciembre del año 2021. 
 
Aduce que la entidad accionada guardó silencio y omitió el responder su Derecho 
Fundamental a la Petición, violando lo preceptuado en la Constitución Política de 
Colombia y la legislación colombiana sobre el tiempo de respuesta de estos escritos. 
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3. PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los anteriores hechos, la señora GUILLERMINA WALTERS 
FORBES actuando en nombre propio solicita: 
 
3.1. Con el fin de garantizar y restablecer su derecho fundamental de petición, 

derecho al trabajo, derecho al debido proceso, a la seguridad social y al mínimo 
vital, por lo que solicita ordenar a GOBERNACIÓN DEPARTAMENTAL DE SAN 
ANDRÉS, PROVICENCIA Y SANTA CATALINA ISLAS representada 
legalmente por el Sr Gobernador EVERTH JULIO HAWKINS SJOGREEN (o a 
quien haga sus veces), la Secretaria General RITA AMADOR SALGUEDO (o a 
quien haga sus veces), Jefe de Talento Humano JOHN YATES POMARES o a 
quien haga sus veces), que en el término máximo de (48) Cuarenta y Ocho 
Horas, contado a partir de la Notificación del fallo de primera instancia, proceda 
a resolver de fondo el Derecho de Petición de fecha 20 de Diciembre de 2021. 
 

3.2. En subsidio de lo anterior, solicito al Señor Juez, que dentro del estudio de esta 
acción constitucional y en virtud de la función de administrar justicia, se le 
ORDENE a la Gobernación Departamental de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, A REUBICAR a la suscrita accionante en un empleo de igual jerarquía 
en virtud de la protección de los derechos fundamentales que considero violados 
por la entidad accionada, mientras se surte el trámite de jubilación y se incluye 
en nómina de pensionados a la suscrita, de acuerdo a lo resuelto por la Corte 
Constitucional en la Sentencia No. 156 del antes citada. 

 
4. ACTUACIÓN JUDICIAL 

 
Mediante Auto Nº 0006-022 de fecha veintiuno (21) de Enero de dos mil veintidós 
(2022), se admitió la presente acción de tutela, ordenándose comunicarle a la 
Gobernación del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, con el fin de que contestara la presente solicitud y rindiera los informes del 
caso dentro del término de dos (2) días, de la presente acción.  
 
Asimismo, se vinculó a la COMISIÓN NACIONAL DE SERVICIO CIVIL y al 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, a quienes se les 
concedió un término improrrogable de dos (2) días, para que se pronunciaran sobre los 
hechos y pretensiones de la tutela. 
 

5.- CONTESTACIÓN A LA ACCIÓN DE TUTELA 
  
Vencido el termino de traslado se evidencia que la GOBERNACION DEL 
DEPARTAMENTO ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA 
CATALINA, contesto la presente acción manifestando que Sea lo primero advertir que, 
mediante escrito No. 1700 del 24 de enero de 2022, la secretaria general de la 
Gobernación del Departamento Dra. RITA VICTORIA AMADOR SALGUEDO-, dio 
respuesta a la petición de la señora GUILLERMINA WALTERS FORBES, en los 
términos consignados en el memorial adjunto.  
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Sostiene que la respuesta a la petición indicada párrafo anterior, le fue debidamente 
comunicada a la accionante mediante escrito enviado a la dirección electrónica 
GWALTERS@sanandres.gov.co, señalado por la señora WALTERS FORBES para 
recibir notificaciones.  
 
Respecto de los demás, es del caso precisar que, efectivamente como resultado del 
proceso de convocatoria pública a concurso de méritos- territorial 2019, el cargo que 
ostentaba la señora WALTERS FORBES, en calidad de provisional, dentro de la planta 
global del gobierno departamental, fue provisto a la persona que superó todas las 
etapas del proceso de selección, y en consecuencia, se dio por terminado el 
nombramiento de la accionante. 
 
Solicita no acceder a las prensiones de la accionante, teniendo en cuenta que la petición 
de la señora WALTERS FORBES, de fecha 20 de diciembre de 2021, fue efectivamente 
resuelta y comunicada, tal cual lo verifica los documentos adjuntos, razón por la cual, 
nos encontramos ante un HECHO SUPERADO O CARENCIA DE OBJETO frente a la 
acción de tutela objeto de estudio judicial. Respecto de las demás pretensiones, solicita 
no acceder a ellas tras verificarse, como en efecto se hará, que el procedimiento que 
conllevó a la terminación del nombramiento provisional de la señora WALTERS 
FORBES estuvo ajustado a derecho por las razones que le fueron comunicadas y que 
se señalan más adelante. 
 
De conformidad con lo hasta aquí analizado y en relación con el caso en concreto, 
informa que, de acuerdo con lo dispuesto en las normas legales, los empleados públicos 
con nombramiento provisional que cumplan con los requisitos para la pensión deberán 
ser desvinculados, ya que el empleo se proveerá con la persona que ocupo el primer 
lugar en el concurso de mérito, por lo que la administración no podrá acceder a lo 
solicitado por la accionante. 
 
Por su parte, la Comisión Nacional del Servicio Civil, manifestó que, la legitimación en 
la causa se refiere al indispensable vínculo que debe existir entre los sujetos que 
integran la relación controversial. La jurisprudencia la ha definido como “la facultad que 
surge del derecho sustancial y que deben tener ciertas personas para formular o 
contradecir respecto de determinado derecho subjetivo sustancial sobre el cual versa 
la pretensión que es objeto del proceso”. Si pues, en virtud de las facultades asignadas 
por el artículo 130 de la Constitución Política y la Ley 909 de 2004, la CNSC es el 
organismo encargado de la administración y vigilancia del Sistema General de Carrera 
y de los Sistemas Especiales y Específicos de Carrera Administrativa de origen legal; 
así mismo, el literal a) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004 consagra que es función 
de la CNSC, establecer los reglamentos y los lineamientos generales con que se 
desarrollarán los procesos de selección para la provisión de empleos de carrera.  
 
En tal sentido, la acción de tutela como instrumento de protección, para este caso, es 
improcedente contra la Comisión, porque la competencia constitucional y legal de la 
entidad llega solo a la expedición y firmeza de las respectivas listas de elegibles de 
conformidad con las etapas del proceso de selección reguladas por los artículos 31 de 
la Ley 909 de 2004 y 14 a 16 del Decreto Ley 760 de 2005, por eso la solicitud de 
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amparo es improcedente respecto de la CNSC, al margen de que sea procedente 
respecto de las demás autoridades implicadas. Con fundamento en lo anterior, se 
reitera que frente a la CNSC existe una ausencia de legitimación en la causa por pasiva, 
dado que no es está la entidad llamada a resolver el problema jurídico planteado por la 
accionante. 
 
Ahora, es importante tener en cuenta lo manifestado por la Corte Constitucional frente 
a la situación de personas en condición de prepensión y que se encuentren ejerciendo 
mediante nombramiento provisional un empleo de carrera que ha sido ofertado en un 
concurso público de méritos; enfatizando respecto a la garantía de la estabilidad laboral 
a favor de la población prepensionada.  
 
Es así, que en sentencia T- 373 de 2017, la Corte se refirió a las medidas aplicables 
tanto a los prepensionados, como a las madres cabeza de familia y discapacitados, así 
como a la obligación del nominador de efectuar los nombramientos en las listas de 
elegibles, en los siguientes términos: (…) esta Corte ha reconocido que dentro de las 
personas que ocupan en provisionalidad cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos 
de especial protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia, 
quienes están próximos a pensionarse y las personas en situación de discapacidad, a 
los que, si bien por esa sola circunstancia no se les otorga un derecho indefinido a 
permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en virtud del derecho ostentado por las 
personas que acceden por concurso de méritos, sí surge una obligación jurídico 
constitucional (art. 13) de propiciarse un trato preferencial como medida de acción 
afirmativa.  
 
Por lo anterior, antes de procederse al nombramiento de quienes superaron el concurso 
de méritos, han de ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las 
posibilidades, deben vincularse nuevamente en forma provisional en cargos vacantes 
de la misma jerarquía o equivalencia de los que venían ocupando, siempre y cuando 
demuestren una de esas condiciones especiales al momento de su desvinculación y al 
momento del posible nombramiento. La vinculación de estos servidores se prolongará 
hasta tanto los cargos que lleguen a ocupar sean provistos en propiedad mediante el 
sistema de carrera o su desvinculación cumpla los requisitos exigidos en la 
jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, en la sentencia SU917 de 2010. 
 
Por su parte el Departamento Administrativo de la Función Publica, contestó la presente 
acción manifestando que, se opone a todas y cada una de las pretensiones formuladas 
por la accionante, en tanto que el Departamento Administrativo de la Función Pública 
no ha violado ni amenazado derecho fundamental alguno, amén de no tener injerencia 
alguna sobre los hechos argüidos en el contexto de la acción de tutela. 
 
Indica que para el caso que nos ocupa, la accionante cuenta con otros mecanismos de 
defensa para cuestionar la legalidad de los actos administrativos, por medio del cual se 
dio por terminado el nombramiento provisional que fungía, en consecuencia, la acción 
de tutela instaurada por la señora GUILLERMINA WALTERS FORBES no cumple con 
el requisito de subsidiariedad, toda vez que no concurren los presupuestos para que 
proceda esta acción, ni siquiera de forma excepcional pues no se vislumbra la 
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ocurrencia de un perjuicio irremediable, el cual, en este caso, gira en torno del derecho 
al mínimo vital, sobre lo cual la accionante no arrimó prueba sumaría al respecto.  
 
De acuerdo con lo anterior y de conformidad con los mismos hechos y pretensiones 
expuestos por la accionante, NO ha tenido este Departamento Administrativo 
intervención alguna en los hechos que motivaron la presente acción, razón por la cual 
solicito se desvincule totalmente de esta acción de Tutela por configurarse la excepción 
de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, en cuanto se trata de unos 
hechos que solo tienen una relación directa con la Gobernación de San Andrés. 
 
De otra parte y teniendo en cuenta que el cargo de la accionante era provisional es 
preciso señalar, que la provisión de un cargo de carrera por el sistema del mérito goza 
de protección constitucional a voces del artículo 125 Superior y que los cargos 
provisionales, como su nombre lo indica, son de carácter transitorio y excepcional y 
buscan solucionar las necesidades del servicio y evitar la parálisis en el ejercicio de las 
funciones públicas mientras se realizan los procedimientos ordinarios para cubrir las 
vacantes en una determinada entidad, en aplicación de los principios de eficiencia y 
celeridad. 
 
Solicita que se declaren probadas las excepciones propuestas y fundamentalmente la 
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA DEL DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, dentro de la acción de tutela de la 
referencia, al estar demostrado que mi representada no tuvo injerencia alguna en los 
hechos que originan la acción, disponiendo, en lo demás, lo que en derecho 
corresponda.  
 

6.- CONSIDERACIONES 
 

6.1. COMPETENCIA:  
 
De conformidad con el numeral 1° del Art. 1° del Decreto 1983 del 2017, éste Despacho 
es competente para conocer la presente solicitud de tutela. 
 
La norma citada, respecto del reparto de la acción de tutela, dispone lo siguiente: 
 

“(...) Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 
organismo o entidad pública del orden departamental, distrital, municipal y 
contra particulares, serán repartidas para su conocimiento en primera 
instancia, a los jueces municipales”. Lo anterior por ser la tutelada el ente 
territorial. 

 
Frente a la competencia, según el criterio del lugar donde se haya producido el hecho 
o sus efectos, los mismos tuvieron ocurrencia en la Isla de San Andrés.  
 
Así las cosas, son los Juzgados Municipales del Distrito Judicial de San Andrés, los 
competentes para conocer la presente solicitud de tutela, según el correspondiente 
reparto. 
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6.2. PROCEDENCIA: 
 
El Artículo 86 de la Constitución Política de 1991, desarrollado en los Decretos 2591 y 
306, ambos del mismo año, ha institucionalizado la acción de tutela como una garantía 
y un mecanismo constitucional de protección directa, inmediata y efectiva de los 
derechos fundamentales de las personas cuando resulten vulnerados o amenazados 
por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y de los particulares, en los casos 
que establezca la ley.  
 
Dicha acción muestra por su finalidad un carácter extraordinario, en la medida en que 
su utilización parte del respeto y garantía a la consagración constitucional y legal de las 
jurisdicciones ordinarias y especiales, así como de las respectivas acciones, 
procedimientos, instancias y recursos que ante las mismas se surten, lo que supone un 
uso en forma supletiva con carácter subsidiario; de manera que, la procedencia de la 
tutela se restringe a la inexistencia de otros medios de defensa judicial o a la ineficacia 
de los mismos, como también a su utilización transitoria ante la presencia de un 
perjuicio irremediable que permita contrarrestar dicho efecto en forma temporal, con 
una operancia inmediata, urgente, rápida y eficaz, mediante el trámite de un 
procedimiento preferente y sumario, hasta tanto la autoridad correspondiente defina el 
fondo del asunto. 

 
En el presente asunto, se trata del ejercicio de la Acción de Tutela incoada contra de la 
Gobernación del Departamento Archipiélago, por tanto, es procedente, al tenor de los 
Artículos 5º y 42 Numeral 2º del Decreto 2591 de 1991. 
 

6.3. PROBLEMA JURÍDICO  
 
Corresponde al Despacho determinar, si se ha vulnerado y/o amenazado o no el 
derecho fundamental de petición, al mínimo vital, al trabajo, a la seguridad social, al 
debido proceso y a la estabilidad laboral reforzada de la GUILLERMINA WALTERS 
FORBES por parte de la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO ARCHIPIELAGO DE 
SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA, al haberla desvinculado del cargo 
de Secretaria Ejecutiva que desempeñaba. 
 

6.4. ANÁLISIS NORMATIVO Y/O JURISPRUDENCIAL DE LOS DERECHOS 
PRESUNTAMENTE VULNERADOS O AMENAZADOS 

6.4.1. DERECHO AL MINIMO VITAL 
 
El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte como "la porción de los 
ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus 
necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los 
servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya 
titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor 
fundante del ordenamiento jurídico constitucional". 
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Uno de los derechos más característicos de un Estado Social de Derecho es el mínimo 
vital. Según la Corte Constitucional, este derecho se deriva de los principios de Estado 
Social de derecho, dignidad humana y solidaridad, en concordancia con los derechos 
fundamentales a la vida, a la integridad personal y a la igualdad. Este derecho adquiere 
relevancia en situaciones humanas límites, relativas a la extrema pobreza y la 
indigencia, cuando frente a las necesidades más elementales y humanas, el Estado y 
la sociedad no responden de manera congruente. 
 

6.4.2. DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA 
 
La jurisprudencia constitucional ha usado de forma dominante la expresión “estabilidad 
laboral reforzada” para hacer alusión al derecho fundamental antes caracterizado. En 
nuestro medio jurídico, la locución ‘laboral’ se asocia legislativamente a las relaciones 
de trabajo dependiente, caracterizadas por la prestación de servicios personales bajo 
subordinación jerárquica.  
 
No obstante, esa Corte ha señalado que el derecho a la estabilidad laboral reforzada 
aplica no solo a quienes tienen un vínculo de trabajo dependiente estrictamente 
subordinado y sujeto al derecho laboral, sino también a quienes están insertos en 
relaciones ocupacionales divergentes, originadas por ejemplo en un contrato de 
prestación de servicios o en un contrato de aprendizaje. En efecto, desde la sentencia 
T-1210 de 2008 la Corte ha sostenido que “aún en el seno del contrato de prestación 
de servicios, puede predicarse ciertas garantías de la que gozan las relaciones 
laborales, al cobrar importancia los principios de estabilidad laboral a ciertos sujetos”. 
Luego esta posición se ha reiterado en distintas ocasiones, como por ejemplo en las 
sentencias T-490 de 2010, T-988 de 2012, T-144 de 2014 y T-310 de 2015.  
 
En la sentencia T-040 de 2016, la Sala Tercera de Revisión de la Corte tuteló el derecho 
a la estabilidad reforzada de una persona a quien se le terminó sin causa justificable y 
sin autorización de la oficina del Trabajo su contrato de prestación de servicios, mientras 
estaba en condiciones de debilidad manifiesta. Sostuvo entonces que “la estabilidad 
laboral reforzada para personas en situación de debilidad manifiesta por su estado de 
salud aplica a todas las alternativas productivas, incluyendo al contrato de prestación 
de servicios”. 
 
En las relaciones de prestación de servicios independientes no desaparecen los 
derechos a “la estabilidad” (CP art 53), a una protección especial de quienes “se 
encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta” (CP arts. 13 y 93), a un trabajo 
que “en todas sus modalidades” esté rodeado de “condiciones dignas y justas” (CP art 
25) y a gozar de un mínimo vital (CP arts. 1, 53, 93 y 94). Tampoco pierden sentido los 
deberes que tienen el Estado y la sociedad de adelantar una política de “integración 
social” a favor de aquellos que pueden considerarse “disminuidos físicos, sensoriales y 
síquicos” (CP art 47), o de “obrar conforme al principio de solidaridad social” (CP arts. 
1, 48 y 95). Por este motivo, más que hablar de un principio de estabilidad laboral 
reforzada, que remite nominalmente por regla a las relaciones de trabajo dependiente, 
debe hablarse del derecho fundamental a la estabilidad ocupacional reforzada, por ser 
una denominación más amplia y comprehensiva. Esta garantía tiene, como se dijo, 
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arraigo constitucional directo y aplica a quienes estén en condiciones de debilidad 
manifiesta, incluso si no cuentan con una calificación de pérdida de capacidad laboral 
moderada, severa o profunda. Este proceso, sin embargo, provoca una pregunta: (i) por 
una parte, si en el contexto de relaciones originadas en contratos de prestación de 
servicios la vulneración de la estabilidad ocupacional reforzada activa las prestaciones 
de la Ley 361 de 1997; y, en caso afirmativo, (ii) si aplica, en tales hipótesis, incluso a 
quienes sin tener calificación de pérdida de capacidad laboral moderada, severa o 
profunda están en circunstancias de debilidad manifiesta por sus problemas 
acreditados de salud. Sobre estas materias hay diferencias jurisprudenciales, que la 
Corte en primer lugar (a) identificará, y luego (b) resolverá. 
 
 6.4.3. DERECHO AL TRABAJO 
 
La interpretación legal propia de la justicia ordinaria tiene como objetivo la resolución 
de un caso, de una contradicción o disparidad entre trabajador y empleador. La 
valoración jurídica se realiza especialmente mediante la aplicación de reglas que 
pretenden definir inequívocamente los derechos y obligaciones derivados de una 
relación contractual en el que prima el ejercicio de la voluntad de las partes. Si bien 
existen derechos inalienables del trabajador la potestad de negociación continúa 
desempeñando un papel decisivo en la definición de derechos y obligaciones 
intrínsecas a la actividad laboral y productiva de una empresa. Ese conjunto de 
derechos y obligaciones constituye el marco de interpretación del juez laboral allí, deben 
resolverse las diferencias o propiciar el acuerdo entre las partes. Si el sistema de reglas 
que define la relación contractual laboral se agota y se llega a una situación de duda, 
el sistema posee una cláusula de cierre en la que toda duda se resuelve a favor del 
trabajador. 
 
La interpretación constitucional recae sobre un objeto de mayor complejidad el derecho 
al trabajo como uno de los valores esenciales de nuestra organización política, 
fundamento del Estado social de derecho, reconocido como derecho fundamental que 
debe ser protegido en todas sus modalidades y asegurar el derecho de toda persona al 
desempeño en condiciones dignas y justas, así como los principios mínimos 
fundamentales a los que debe sujetarse el legislador en su desarrollo y la obligación del 
Estado del desarrollo de políticas de empleo hacen del derecho al trabajo un derecho 
de central importancia para el respeto de la condición humana y cumplimiento del fin de 
las instituciones. La interpretación que surge de la dimensión constitucional descrita no 
persigue la solución de un conflicto o diferencia entre el trabajador y el empresario para 
hallar la solución correcta sino pretende, la definición de campos de posibilidades para 
resolver controversias entre derechos o principios fundamentales. La protección del 
derecho al trabajo desde la interpretación constitucional tiene el propósito de optimizar 
un mandato en las más altas condiciones de racionalidad y proporcionalidad sin 
convertirlo en el derecho frente al cual los demás deben ceder. 
 
 6.4.4. DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
Al respecto, la H. Corte Constitucional en Sentencia T-032/12, Magistrado Ponente: 
JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB, indicó: 
 



 
Expediente: 88-001-4003-003-2022-00006-00 
Accionante: GUILLERMINA WALTERS FORBES 
Accionado: GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA 
CATALINA 
Acción: TUTELA 

 
 

 
Código:   Versión:  Fecha:   

Página 9 de 23 
 

“El derecho a la seguridad social, en la medida en que es de 
importancia fundamental para garantizar a todas las personas su 
dignidad humana es un verdadero derecho fundamental cuyo 
desarrollo, si bien ha sido confiado a entidades específicas que 
participan en el sistema general de seguridad social fundado por 
la Ley 100 de 1993, encuentra una configuración normativa 
preestablecida en el texto constitucional (artículo 49 superior) y 
en los tratados internacionales que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad; cuerpos normativos que dan cuenta de una 
categoría iusfundamental íntimamente arraigada al principio de 
dignidad humana, razón por la cual su especificación en el nivel 
legislativo se encuentra sometida a contenidos sustanciales 
preestablecidos”. 

 
 6.4.5. DERECHO DE PETICION 
 
De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, toda persona 
tiene derecho a presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de 
interés general o particular y a obtener una pronta resolución. Asimismo, esa norma 
estableció que el legislador podría reglamentar su ejercicio ante organizaciones 
privadas para garantizar los derechos fundamentales. 
 
La Ley 1755 del 30 de junio de 2015, es la nueva normatividad que regula el derecho 
de petición, estableciendo las siguientes reglas, y sustituyendo las disposiciones 
legales anteriores, previstas en la Ley 1437 de 2011: 

 
“ARTÍCULO 13. OBJETO Y MODALIDADES DEL DERECHO DE PETICIÓN 
ANTE AUTORIDADES. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por 
motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y 
de fondo sobre la misma. 
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el 
ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, 
se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una 
entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un 
servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de 
documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer rec 
ursos”. 
Sobre lo anterior, La Corte Constitucional, en sentencia T-369/13 del 27 de junio 
de 2013, M.P. Alberto Rojas Ríos, ha establecido los presupuestos mínimos que 
determinan el ámbito de protección constitucional y ha definido sus rasgos 
distintivos en los siguientes términos: 
  
“(i) Se trata de un derecho fundamental, el cual a su vez es determinante para la 
efectividad de otros derechos fundamentales tales como los derechos a la 
información, a la participación política y a la libertad de expresión; 
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(ii) Este derecho se ejerce mediante la presentación de solicitudes respetuosas 
ante las autoridades públicas y a los particulares; 
(iii) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión planteada por el peticionario; 
(iv) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: a) debe resolverse de fondo, 
de manera clara, precisa, oportuna y acorde con lo solicitado; y b) debe ser 
puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se 
incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
(v) La respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser 
lo más corto posible; por regla general, se acude al artículo 6º del Código 
Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, 
antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de 
dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los 
motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este 
efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que 
deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.  
  
(…) 
 
Se concluye entonces, que el derecho de petición consagra de un lado la facultad 
de presentar solicitudes respetuosas a las entidades públicas y privadas. Y de 
otro lado, el derecho a obtener respuesta oportuna, clara, completa y de fondo 
al asunto solicitado. La jurisprudencia constitucional también ha resaltado que la 
respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los 
supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una 
contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y 
que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la 
misma sea favorable o no a sus intereses”. (Negrilla del Despacho). 
 
Al respecto, en sentencia T-138 del 2017 Luis Guillermo Guerrero Pérez, la H. 
Corte expresó:   
 
“El derecho de petición está consagrado en el artículo 23 del Texto Superior 
como una garantía fundamental de las personas que otorga escenarios de 
diálogo y participación con el poder público y que posibilita la satisfacción de 
otros derechos constitucionales en el marco del Estado social de derecho. Su 
núcleo esencial se encuentra en la posibilidad de presentar solicitudes de 
manera respetuosa ante las autoridades públicas o ante los particulares en los 
casos previstos en la ley, surgiendo a cargo de sus destinatarios el deber de 
recibirlas, tramitarlas y resolverlas de forma clara, oportuna, suficiente y 
congruente con lo pedido. 
 
En relación con lo expuesto y con énfasis en la obligación de tramitar y resolver 
las peticiones, esta Corporación ha señalado que la respuesta que se brinde 
debe cumplir, por lo menos, con los siguientes requisitos: (i) debe ser concedida 
de manera pronta y oportuna dentro del término legal; (ii) su contenido debe dar 
una solución de fondo y acorde con las cargas de claridad, efectividad, 
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suficiencia y congruencia; y (iii) la decisión que se adopte debe ser puesta en 
conocimiento del interesado con prontitud. A continuación se hará una breve 
referencia a los elementos previamente mencionados”.  
6.4.6. DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

 
El artículo 29 de la C.P., reserva a todos los ciudadanos el derecho fundamental al 
debido proceso y derecho de defensa como rector en toda actuación administrativa, 
principio que han de observar no sólo los servidores públicos sino los particulares que 
temporalmente ejercen funciones públicas y en relación con el desarrollo de las 
mismas.- 

 
Es mandato constitucional que las entidades que ejercen función administrativa están 
sometidos a la constitución y la ley (arts. 121 y 122 de la CP). En consecuencia, en 
todas las actuaciones adelantadas dentro del giro de la función administrativa, tienen el 
deber de respetar las garantías constitucionales reservadas para los administrados, 
entre los cuales se encuentra el Debido Proceso entendido como un sistema de 
garantías que procura a través de la realización del derecho material, la obtención de 
decisiones justas; concepto que comprende una serie de subreglas no taxativas que se 
desprenden del canon superior a saber: el ser oído antes de la decisión, participar 
efectivamente en el proceso desde su inicio hasta su terminación, ofrecer y producir 
pruebas, obtener decisiones fundadas o motivadas, notificaciones oportunas y 
conforme a la ley, acceso a la información y documentación sobre la actuación, 
controvertir los elementos probatorios antes de la decisión, obtener asesoría legal, 
posibilidad de intentar mecanismos impugnatorios contra las decisiones administrativas 
(El Derecho de Defensa en las Actuaciones Administrativas, Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa, 1998, pags. 24 y 25).- 

 
Siguiendo los lineamientos expuestos en la Sentencia SU.961 de 1999 M.P. Vladimiro 
Naranjo Mesa: 

 

 “…en cada caso, el juez está en la obligación de determinar si las 
acciones disponibles le otorgan una protección eficaz y completa a 
quien la interpone. Si no es así, si los mecanismos ordinarios carecen 
de tales características, el juez puede otorgar el amparo de dos maneras 
distintas, dependiendo de la situación de que se trate. La primera 
posibilidad es que las acciones ordinarias sean lo suficientemente 
amplias para proveer un remedio integral, pero que no sean lo 
suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un 
perjuicio irremediable. En este caso será procedente la acción de 
tutela como mecanismo transitorio, mientras se resuelve el caso a través 
de la vía ordinaria.   La segunda posibilidad, es que las acciones 
comunes no sean susceptibles de resolver el problema de manera 
integral…”, en este caso, es procedente conceder la tutela de manera 
directa, como mecanismo eficaz e idóneo de protección de los derechos 
fundamentales.”  
 

En este sentido, se iteró: 
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“De esta manera, existiendo otro medio de defensa judicial idóneo, la 
tutela en principio es improcedente para controvertir los actos de las 
empresas de servicios públicos domiciliarios, inclusive aquellos que 
imponen sanciones, salvo cuando las circunstancias concretas del 
caso y los derechos fundamentales involucrados en el mismo 
tornan ineficaces las acciones contenciosas administrativas o 
implican la inminencia de un perjuicio irremediable para el actor“. (Sent. 
T- 975. 8 de octubre de 2004- subrayado nuestro). 

 
6.5. CASO CONCRETO 
 
Encuentra el Despacho que de acuerdo a lo manifestado por la señora GUILLERMINA 
WALTERS FORBES, presenta acción de tutela en contra de la Gobernación del 
Departamento Archipiélago de San Andrés, puesto que considera vulnerado su derecho 
fundamental de petición, debido proceso, seguridad social, mínimo vital y a la 
estabilidad laboral reforzada, al haber sido despedida de su cargo de secretaria 
ejecutiva, ostentando la calidad de prepensionada. 
 
En ese sentido, se observa que en el ámbito de las actuaciones administrativas, el 
derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las 
autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones  en cuanto éstas se encuentran 
obligadas a actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, 
con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las 
decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen 
una obligación o una sanción1. 
 
Igualmente, con el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la 
jurisprudencia ha señalado, en este sentido, que el debido proceso administrativo 
comprende, entre otros, los derechos (i) a ser oído durante toda la actuación; (ii) a la 
notificación oportuna y de conformidad con la ley; (iii) a que la actuación se surta sin 
dilaciones injustificadas; (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su 
inicio hasta su culminación; (v) a que la actuación se adelante por la autoridad 
competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento 
jurídico; (vi) a gozar de la presunción de inocencia; (vii) al ejercicio del derecho de 
defensa y contradicción; (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar 
las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido 
proceso2.   
 
De conformidad con lo anterior, el debido proceso administrativo se entiende vulnerado 
cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en 
la ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los 
administrados. 
 

 
1 Ver sentencia T-653 de 2006 (MP. Humberto Antonio Sierra Porto), reiterada en la C-980 de 2010 (MP. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo). 
2 Ver sentencia C-980 de 2010 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo). 
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Es así como, el artículo 86 de la Constitución consagra la acción de tutela como un 
mecanismo preferente y sumario, mediante el cual se busca evitar, de manera 
inmediata, la amenaza o vulneración de un derecho fundamental. Su procedencia está 
condicionada a que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. Sin 
embargo, la H. Corte Constitucional ha señalado que no puede declararse la 
improcedencia de la tutela por la sola existencia en abstracto de un medio ordinario de 
defensa judicial. En el marco del caso concreto, el juez constitucional debe analizar si 
la acción dispuesta por el ordenamiento jurídico es idónea y eficaz para proteger los 
derechos fundamentales comprometidos. En el evento en que no lo sea, la acción de 
tutela procederá para provocar un juicio sobre el fondo.  
 
La Jurisprudencia constitucional ha reiterado que, conforme al carácter residual de la 
tutela, no es, en principio, el medio adecuado para controvertir las actuaciones 
administrativas, pues para ello están previstas las acciones ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. Sin embargo, cuando los derechos fundamentales del 
accionante resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición tardía de 
actos administrativos propios de la referida jurisdicción, la acción de tutela cabría como 
mecanismo transitorio de protección de las garantías constitucionales para evitar un 
daño irreparable. 
 
En cuanto al derecho fundamental de petición, es claro que las autoridades y los 
particulares están obligados a resolver de fondo las peticiones interpuestas, es decir 
que deben brindar una respuesta que aborde de manera clara y detallada cada una de 
las inquietudes y/o solicitudes puestas en su conocimiento, lo anterior no implica nada 
diferente a resolver materialmente la petición. 
 
La Jurisprudencia Constitucional ha indicado que una respuesta de fondo deber ser 
clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; precisa, de 
manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y 
sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas ; congruente, de suerte que abarque la 
materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y  consecuente con el 
trámite que se ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un 
derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de 
la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como 
si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse 
cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta 
o no procedente. 
 
De lo anterior, es menester nuevamente precisar que, la respuesta de fondo deber ser 
clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; precisa, de 
manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y 
sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; congruente, de suerte que abarque la 
materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y  consecuente con el 
trámite que se ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un 
derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de 
la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como 
si se tratara de una petición aislada. 
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Ahora bien, la respuesta a un derecho de petición, no siempre tiene que ser positiva, 
pero la misma, si debe resolver de fondo punto por punto y paso por paso, lo solicitado 
por el peticionario, así esto signifique una respuesta negativa. 
 
De otro lado, la jurisprudencia constitucional ha usado de forma dominante la expresión 
“estabilidad laboral reforzada” para hacer alusión al derecho fundamental antes 
caracterizado. En nuestro medio jurídico, la locución ‘laboral’ se asocia legislativamente 
a las relaciones de trabajo dependiente, caracterizadas por la prestación de servicios 
personales bajo subordinación jerárquica. No obstante, esta Corte ha señalado que el 
derecho a la estabilidad laboral reforzada aplica no solo a quienes tienen un vínculo de 
trabajo dependiente estrictamente subordinado y sujeto al derecho laboral, sino también 
a quienes están insertos en relaciones ocupacionales divergentes, originadas por 
ejemplo en un contrato de prestación de servicios o en un contrato de aprendizaje. En 
efecto, desde la sentencia T-1210 de 2008 la Corte ha sostenido que “aún en el seno 
del contrato de prestación de servicios, puede predicarse ciertas garantías de la que 
gozan las relaciones laborales, al cobrar importancia los principios de estabilidad laboral 
a ciertos sujetos”. Luego esta posición se ha reiterado en distintas ocasiones, como por 
ejemplo en las sentencias T-490 de 2010, T-988 de 2012, T-144 de 2014 y T-310 de 
2015. 
 
En la sentencia T-040 de 2016, la Sala Tercera de Revisión de la Corte tuteló el derecho 
a la estabilidad reforzada de una persona a quien se le terminó sin causa justificable y 
sin autorización de la oficina del Trabajo su contrato de prestación de servicios, mientras 
estaba en condiciones de debilidad manifiesta. Sostuvo entonces que “la estabilidad 
laboral reforzada para personas en situación de debilidad manifiesta por su estado de 
salud aplica a todas las alternativas productivas, incluyendo al contrato de prestación 
de servicios”  
  
En el caso bajo estudio, observa la suscrita que la GOBERNACIÓN DEL 
DEPARTAMENTO ARCHIPIELAGO DE SAN ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA 
CATALINA, contestó la presente acción dentro del término que le fue concedido, 
manifestando que mediante escrito No. 1700 del 24 de enero de 2022, la secretaria 
general de la Gobernación del Departamento Dra. RITA VICTORIA AMADOR 
SALGUEDO, dio respuesta a la petición de la señora GUILLERMINA WALTERS 
FORBES, en los términos consignados en el memorial adjunto.  
 
En ese sentido, es menester recordar que el artículo 23 de la Constitución dispone que 
“toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 
motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.”  
 
Esta garantía ha sido denominada derecho fundamental de petición, con el cual se 
promueve un canal de diálogo entre los administrados y la administración, cuya fluidez 
y eficacia constituye una exigencia impostergable para los ordenamientos organizados 
bajo la insignia del Estado Democrático de Derecho.  
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De acuerdo con la jurisprudencia constitucional3, esta garantía tiene dos componentes 
esenciales: (i) la posibilidad de formular peticiones respetuosas ante las autoridades, y 
como correlativo a ello, (ii) la garantía de que se otorgue respuesta de fondo, eficaz, 
oportuna y congruente con lo solicitado. Con fundamento en ello, su núcleo esencial se 
circunscribe a la formulación de la petición, a la pronta resolución, a la existencia de 
una respuesta de fondo y a la notificación de la decisión al peticionario. 
 
Así las cosas, en relación a la petición de la señora GUILLERMINA WALTERS 
FORBES, nos encontramos frente a lo que la Jurisprudencia de la H. Corte 
Constitucional ha denominado hecho superado por carencia actual de objeto, por 
cuanto ya fue resuelta la petición de la accionante. 
 
Frente al hecho superado en las acciones de tutela, la H. Corte Constitucional en 
Sentencia T- 358 de 2014 ha manifestado que: 
 

La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el 
momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se 
satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, 
razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria.  
 
En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez 
de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. Respecto 
a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que 
el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual 
de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los 
particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.  
 
Sin embargo, cuando la situación de hecho que origina la supuesta amenaza 
o vulneración del derecho desaparece o se encuentra superada, la acción 
de tutela pierde su razón de ser, pues en estas condiciones no existiría una 
orden que impartir. 
 
La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección 
inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la 
amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya 
sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue 
superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde 
su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en 
que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso 
concreto carecerá de fundamento fáctico. 
 
En este sentir, el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna 
de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha 
entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y 
contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela. 

 
3 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-230 de 2020. 
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De acuerdo con lo anterior, cuando la situación de hecho que causa la supuesta 
amenaza o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la 
acción de tutela pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito 
de protección judicial, por cuanto a que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto 
del caso concreto resultaría a todas luces inocua, y por consiguiente contraria al objetivo 
constitucionalmente previsto para esta acción. 
 
Por otro lado, en relación al derecho a la Estabilidad reforzada, la H. Corte 
Constitucional4 ha dicho que, el artículo 53 de la Constitución Política establece que 
uno de los principios mínimos de las relaciones laborales es el derecho que tiene todo 
trabajador a permanecer estable en su empleo, a menos de que exista una justa causa 
para su desvinculación o despido. Por su parte, la jurisprudencia de ese Tribunal ha 
reconocido el “derecho constitucional a una estabilidad laboral reforzada”, que se deriva 
del principio de derecho a la igualdad de trabajo y que se materializa con medidas 
diferenciales en favor de aquellas personas que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad. 
  
Así las cosas, la Corte Constitucional ha manifestado que la estabilidad laboral se trata 
de: 
  

“una garantía que tiene todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener 
los correspondientes beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la 
voluntad del patrono, si no existe una causa relevante que justifique el despido. 
La doctrina ha entendido entonces que el principio de estabilidad laboral 
configura, en cabeza de los trabajadores, un verdadero derecho jurídico de 
resistencia al despido, el cual es expresión del hecho de que los fenómenos 
laborales no se rigen exclusivamente por el principio de la autonomía de la 
voluntad, ya que están en juego otros valores constitucionales, en especial la 
propia dignidad del trabajador y la búsqueda de una mayor igualdad entre 
patrono y empleado. Por ello, en función del principio de la estabilidad laboral, 
y de la especial protección al trabajo (CP arts 25 y 53), no basta el deseo 
empresarial para que pueda cesar una relación de trabajo, sino que es 
necesario que se configure una justa causa, en los términos señalados por la 
ley, y en armonía con los valores constitucionales”. 

 
Las personas que gozan de estabilidad laboral reforzada son aquellas personas que se 
encuentran amparadas por el fuero sindical, en condición de invalidez o discapacidad y 
las mujeres en estado de embarazo. De igual manera, la Corte ha manifestado que 
aquellos trabajadores con limitaciones físicas, sensoriales o psicológicas se encuentran 
en situación de debilidad manifiesta y, por lo tanto, son beneficiarios de una estabilidad 
laboral reforzada. Esta limitación a la que hace alusión la Corte, hace referencia a una 
aplicación extensiva de la Ley 361 de 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de 
integración social de las personas en situación de discapacidad y se dictan otras 
disposiciones” a aquellas personas que se encuentran en un estado de debilidad 
manifiesta por causa de una enfermedad, sin necesidad de que exista una calificación 
previa que acredite su condición de discapacidad o invalidez. 

 
4 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T- 464 de 2019. 
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En ese sentido, la Sentencia T-663 de 2011, reiterando lo sostenido en la Sentencia T-
094 de 2010, señaló que: 
  

“(…) esta concepción amplia del término ‘limitación’ ha sido acogida en 
reciente jurisprudencia de esta (sic) Alto Tribunal en el sentido de hacer 
extensiva la protección de la que habla la Ley 361 de 1997 a las personas 
de las que se predique un estado de debilidad manifiesta por causa de una 
enfermedad que no necesariamente acarree una pérdida de la capacidad 
para trabajar. Desde la pluricitada sentencia T-198 de 2006 se ha dicho que 
‘en materia laboral, la protección especial de quienes por su condición física 
están en circunstancia de debilidad manifiesta se extiende también a las 
personas respecto de las cuales esté probado que su situación de salud les 
impide o dificulta sustancialmente el desempeño de sus labores en las 
condiciones regulares, sin necesidad de que exista una calificación previa 
que acredite su condición de discapacitados o de invalidez.’  
  
De esta forma, la merma en las condiciones de salud de un trabajador puede 
hacer del mismo susceptible de una protección laboral reforzada que 
corresponde a la idea de estabilidad en el trabajo y que resulta de una 
aplicación directa de la Constitución Política que en artículos como el 13, el 
48 y el 53 obliga al Estado a la custodia especial de aquellas personas que 
presenten una disminución en sus facultades físicas, mentales y sensoriales. 
Esto coincide con aquélla interpretación del concepto de limitación que se 
ha venido pregonando”. 
 

En este orden de ideas, los trabajadores que se encuentran en una situación de 
vulnerabilidad, bien sea por una discapacidad calificada como tal, o por una limitación 
en su salud que les impide o dificulta sustancialmente el desempeño de sus labores en 
las condiciones regulares, cuentan con una protección constitucional a través de la 
figura de la estabilidad laboral reforzada. 
 
Ahora bien, en el caso de los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un 
cargo de carrera, la Corte ha manifestado que gozan de una estabilidad laboral relativa, 
lo que implica que únicamente pueden ser removidos por causales legales que deben 
expresarse de manera clara en el acto de desvinculación. De esta manera, la Corte ha 
reiterado que la terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza 
respectiva debe ser provista con una persona que ganó el concurso “no desconoce 
los derechos de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa 
que se le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al 
mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de méritos” 
 
Al respecto, en la sentencia SU-446 de 2011, la Corte precisó que: 
  

“la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera 
administrativa, encuentra protección constitucional, en la medida en que, en 
igualdad de condiciones pueden participar en los concursos y gozan de 
estabilidad laboral, condicionada al lapso de duración del proceso de 
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selección y hasta tanto sean reemplazados por quien se haya hecho 
acreedor a ocupar el cargo en virtud de sus méritos evaluados previamente”. 

  
No obstante, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que dentro de las personas 
que ocupan un cargo de carrera en provisionalidad, pueden encontrarse sujetos de 
especial protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia, 
quienes estén próximos a pensionarse, las personas que se encuentran en situación de 
discapacidad o en debilidad manifiesta por causa de una enfermedad. En estos casos, 
la Corte ha afirmado que antes de proceder al nombramiento de quienes superaron el 
concurso de méritos, los funcionarios que se encuentren en provisionalidad deberán ser 
los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben 
vincularse nuevamente de manera provisional en cargos vacantes de la misma 
jerarquía o equivalencia de los que se venían ocupando. Subrayado fuera de texto. 
 
Es así como en la sentencia T-373 de 2017, la Corte concluyó que: 
  

“Una entidad vulnera los derechos fundamentales a la salud y vida digna de 
un sujeto de especial protección que ocupa un cargo de carrera en 
provisionalidad, cuando con fundamento en el principio del mérito nombra 
de la lista de elegibles a quien superó las etapas del concurso, sin antes 
adoptar medidas afirmativas dispuestas en la Constitución y que 
materialicen el principio de solidaridad social, relativas a su reubicación en 
un cargo similar o equivalente  al que venía ocupando, siempre y cuando se 
encuentre vacante”. 

  
Así las cosas, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la estabilidad laboral de 
la que gozan todos los funcionarios públicos que se encuentran en provisionalidad es 
una estabilidad laboral relativa o reforzada, en la medida en que no tienen derecho a 
permanecer de manera indefinida en el cargo, pues este debe proveerse a través del 
concurso de méritos. Por su parte, aquellos funcionarios públicos que se encuentran en 
provisionalidad y que son sujetos de especial protección constitucional gozan de una 
estabilidad laboral reforzada, pero pueden llegar a ser desvinculado con el propósito de 
proveer el cargo que ocupan con una persona que ha ganado el concurso de 
méritos,  pues se entiende que el derecho de las personas que se encuentran en 
provisionalidad cede frente al mejor derecho que tienen aquellos que participan en un 
concurso público. 
  
No obstante, lo anterior, ese Tribunal Constitucional ha reiterado que en el caso de 
sujetos de especial protección constitucional que ejerzan cargos en provisionalidad, las 
entidades deben otorgar un trato preferencial antes de efectuar el nombramiento de 
quienes ocupan los primeros puestos en las listas de elegibles del respectivo concurso 
de méritos, con el propósito de garantizar el goce efectivo de sus derechos 
fundamentales. 
 
Por otro lado, la garantía de la estabilidad laboral reforzada5 implica para el trabajador, 
en ciertas circunstancias, el poder continuar desempeñando sus funciones siempre que 

 
5 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-055 de 2020. 
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la causa que motivó la suscripción del contrato con el empleador se mantenga vigente 
y no existan razones que deriven en la inviabilidad de su continuación. Esta figura, 
definida en la forma que antecede, ha sido aplicada en favor del empleado para proteger 
otros derechos fundamentales de los que es titular. 
 
Así, acudiendo a tal garantía (i) se ha propugnado por la defensa del derecho de 
asociación y por tanto el legislador ha reconocido el fuero sindical del que gozan ciertos 
trabajadores sindicalizados, especialmente en contextos en los cuales con el despido 
se busca minar la posibilidad de que, tanto el sindicato como sus miembros, ejerzan 
sus derechos; (ii) se ha buscado salvaguardar el principio de la igualdad material, en el 
sentido de impedir, vía legal y jurisprudencial, que por la exclusiva razón de la 
discapacidad de una persona, esta sea discriminada y desvinculada de un empleo; (iii) 
se ha protegido, especialmente, a la mujer embarazada y a la madre cabeza de familia 
como resultado del mandato contenido en el artículo 43 Superior; y (iv) se ha 
establecido, prima facie, la imposibilidad de finalizar el contrato de quien está ad portas 
de cumplir los requisitos exigidos por ley para pensionarse. 
La protección para los grupos antedichos nace a partir de fundamentos constitucionales 
distintos y, al tiempo, su efectividad depende de que se acrediten requisitos disímiles. 
Por lo que interesa a este asunto, la Sala profundizará en lo que tiene que ver con el 
último grupo cuyo amparo tuvo su origen a partir de un desarrollo legal. En efecto, la 
Ley 790 de 2002 –artículo 12–, previó, con ocasión del Programa de Renovación de la 
Administración Pública a partir del cual algunas entidades de la Rama Ejecutiva serían 
restructuradas o liquidadas, un mecanismo de salvaguardia especial, denominado retén 
social.  
 
Esa protección consistía, fundamentalmente, en que las personas que tenían la 
expectativa de cumplir con los requisitos establecidos en la ley –edad y semanas 
cotizadas– para pensionarse en el lapso de los tres años siguientes a la promulgación 
de la norma debían ser mantenidas, durante el mayor tiempo posible, en sus cargos.  
 
El propósito era atender la necesidad que existía de hacer eficiente el ejercicio de la 
administración pública, a través de su reducción y fortalecimiento, sin que por ello se 
llegara al extremo de sacrificar los derechos al trabajo, a la seguridad social y al mínimo 
vital de quienes, encontrándose en condición de vulnerabilidad, estuviesen prestando 
sus funciones en las entidades cuya estructura sufriría modificaciones. 
 
No obstante, a pesar de que la protección legal nació para los trabajadores que se 
encontraban en la situación descrita en el párrafo precedente, esta Corporación ha 
estimado que la garantía de la estabilidad laboral reforzada para los prepensionados 
puede aplicarse en otro tipo de contextos u escenarios, como serían aquellos en que 
se haya desvinculado a un servidor público por razones distintas a la prevista en el 
artículo 12 de la Ley 790 de 2002, o cuando lo propio haya sucedido con un trabajador 
vinculado a una entidad de orden privado6. 

 
6 Cfr., Sentencia T-357 2016. En aquella oportunidad esta Corte manifestó que “(…) la condición de prepensionado, como sujeto de 
especial protección, no necesita que la persona que alega pertenecer a dicho grupo poblacional se encuentre en el supuesto de hecho 
propio de la liquidación de una entidad estatal y cobija incluso a los trabajadores del sector privado que se encuentren próximos a cumplir 
los requisitos para acceder a una pensión por lo que puede decirse que tiene la condición de prepensionable toda persona con contrato 
de trabajo que le falten tres (3) o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de cotización para obtener 
el disfrute de la pensión de jubilación o vejez”. 
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Por esta razón, conforme a la regla prevista en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002, 
esta Corporación concluyó, en sus tempranos pronunciamientos, que para determinar 
si un trabajador tenía la calidad de prepensionado, había que verificar si en los tres 
años siguientes a la fecha de su desvinculación, lograría adquirir la edad y el mínimo 
requerido de semanas para acceder al derecho si estaba afiliado al RPM, u, obtendría 
el capital necesario para hacerse al beneficio pensional si se encontraba en el RAIS.  
 
En caso de que ello se configurara y, por supuesto, luego de valorar las condiciones en 
que se produce esa desvinculación, el juez constitucional debía ordenar el respectivo 
reintegro que, en cualquier caso, no podía extenderse más allá de la fecha de inclusión 
en nómina de la pensión de vejez debidamente reconocida. 
Sin embargo, el alcance de esta regla fue delimitado –para quienes se encuentran 
afiliados al RPM– por la Sala Plena de esa Corporación en la Sentencia SU-003 de 
2018. En esa providencia, este Tribunal se propuso resolver dos problemas jurídicos. 
En uno de ellos, buscaba definir si: “(…) cuando el único requisito faltante para acceder 
a la pensión de vejez es el de edad, dado que se acredita el cumplimiento del número 
mínimo de semanas de cotización, puede considerarse que la persona en esta situación 
es beneficiaria del fuero de estabilidad laboral reforzada de prepensionable”.  
 
Al abordar de manera directa la cuestión planteada, la Sala Plena de la H. Corte 
Constitucional consideró que, en tales eventos, la persona no podrá ser beneficiaria del 
fuero mencionado dado que (i) el requisito de la edad podrá cumplirlo de manera 
posterior, con o sin vinculación laboral vigente y, en consecuencia, (ii) el empleador, 
con el despido, no está frustrando el acceso a la prestación de vejez. Esta interpretación 
se fundó en que “la prepensión” protege la expectativa del trabajador de obtener su 
pensión de vejez, ante su posible frustración como consecuencia de una pérdida 
intempestiva del empleo. Por tanto, ampara la estabilidad en el cargo y la continuidad 
en la cotización efectiva al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones (…)”. 
 
Habida cuenta de esta última consideración, estas serían las situaciones que podrían 
presentarse con quien asegure ser un prepensionado en el Régimen de Prima Media 
con Prestación Definida: 
 
 
Contexto de la persona7 Condición de prepensionado 

a) Está a tres años o menos de cumplir edad y 
semanas cotizadas. 

Sí 

b) Está a tres años o menos de cumplir la edad, 
pero ya cuenta con las semanas mínimas 
requeridas. 

No 

c) Está a tres años o menos de completar las 
semanas, pero ya cuenta con la edad. 

Sí 

d) Está a tres años o menos de cumplir la edad, 
pero a más de tres años de cumplir las 
semanas. 

No 

 
7 Contando a partir del momento en que se produce la desvinculación. 
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Se observa que, de conformidad con la postura unificada de la Corte, solo en los 
supuestos a y c podrá asumirse que la persona cuenta con la condición de 
prepensionada, pues allí el empleador estaría frustrándole, abiertamente, su derecho a 
acceder a la pensión de vejez al impedir, con el despido, que continúe efectuando las 
cotizaciones mínimas requeridas para tal fin.  
 
Así, si encontrándose en alguna de las circunstancias anteriores un empleado es 
despedido, mutatis mutandis podría afirmarse que el empleador frustró su expectativa 
pensional y por tanto procede el amparo, fundamentalmente, de su derecho a la 
seguridad social. 
 
No obstante, a efectos de establecer el alcance de la protección constitucional 
antedicha, debe recordarse que la misma no se traduce, per se, en una permanencia 
indefinida en el empleo, así como tampoco puede desprenderse de ella una cláusula 
según la cual las relaciones de trabajo son perennes. De ello se sigue que la estabilidad 
laboral para las personas que cuenten con la condición de prepensionados, no puede 
entenderse de manera absoluta dado que, en todo caso, será importante analizar la 
naturaleza del vínculo y el contexto de la terminación contractual. 
 
Ahora bien, en el presente asunto, se evidencia que la señora GUILLERMINA 
WALTERS FORBES, cuenta con sesenta (65) años de edad, y tiene 1,584 semanas 
cotizadas en PORVENIR8, lo que significa que, desde hace varios años, reúne los 
requisitos para acceder a la pensión de vejez, sin embargo, observa la suscrita que la 
señora WALTERS FORBES, pudo haber iniciado su tramite pensional desde el 
momento en que tuvo conocimiento de la convocatoria 1110 Territorial 2019, al no 
haberse postulado, y evitar ser desvinculada de su cargo para proveer al mismo, a quien 
gano el concurso de méritos. 
 
Igualmente, es menester recordar que la condición de prepensionado se adquiere y 
resulta aplicable siempre y cuando el servidor público esté próximo a pensionarse, es 
decir, le falten tres o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio 
o semanas de cotización para obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez, 
situación que no es aplicable en el presente asunto puesto que como se evidencio en 
el cuadro que realizo la H. Corte Constitucional, la accionante no cumple con las 
condiciones jurisprudenciales para ser considerada como prepensionada, porque como 
se demostró, la señora GUILLERMINA WALTERS FORBES, hace varios años cumplió 
la edad y las semanas para pensionarse. 
 
Contexto de la persona9 Condición de prepensionado 

a) Está a tres años o menos de cumplir edad y 
semanas cotizadas. 

Sí 

b) Está a tres años o menos de cumplir la edad, 
pero ya cuenta con las semanas mínimas 
requeridas. 

No 

 
8 Régimen de Ahorro Individual Solidario. 
9 Contando a partir del momento en que se produce la desvinculación. 
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c) Está a tres años o menos de completar las 
semanas, pero ya cuenta con la edad. 

Sí 

d) Está a tres años o menos de cumplir la edad, 
pero a más de tres años de cumplir las 
semanas. 

No 

 
 
De esta manera, este despacho puede concluir que la motivación de la desvinculación 
de la señora GUILLERMINA WALTERS FORBES es razonable y como consecuencia 
de esto, no se evidencia, prima facie, la utilización abusiva de una facultad legal para 
encubrir un trato discriminatorio. De igual manera, observa la suscrita que la posesión 
del señor LINO HOOKER PADILLA se realizó de conformidad con los presupuestos 
legales y constitucionales que regulan el concurso de méritos. 
 
Finalmente, no se evidenció en el caso de marras la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable, por lo que no precede la presente acción de tutela ni siquiera de manera 
transitoria, pues como ya se dijo, la señora GUILLERMINA WALTERS FORBES, sabia 
desde el año 2019, que se realizo la convocatoria que su puesto de trabajo estaría en 
entredicho, por lo que debió iniciar su tramite para el reconocimiento pensional, máxime 
cuando ya cumplía con el lleno de los requisitos legales para ello. 
 
Colofón de lo anterior, el despacho no tutelará los derechos fundamentales al mínimo 
vital y a la estabilidad laboral reforzada de la señora GUILLERMINA WALTERS 
FORBES, al no cumplir con los requisitos para ser considerada prepensionada, de 
conformidad con la jurisprudencia constitucional. Respecto del derecho de petición 
instaurado por la accionante, se evidencia la ocurrencia de un hecho superado; y 
finalmente, frente a los derechos a la seguridad social, al trabajo y al debido proceso, 
no se evidenció ni demostró vulneración alguna. 
 
En mérito de lo anterior, EL JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SAN 
ANDRÉS ISLA, administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de la 
Constitución y la ley, 

RESUELVE:  
 

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales al mínimo vital y a la estabilidad 
laboral reforzada de la señora GUILLERMINA WALTERS FORBES. 
 
SEGUNDO: DECLARAR la improcedencia de la acción respecto del derecho de 
petición instaurado por la accionante a la GOBERNACION DEPARTAMENTAL DE SAN 
ANDRES, al presentarse un hecho superado. 
 
TERCERO: NOTIFICAR la presente sentencia en la forma ordenada en el artículo 30 
del Decreto 2591 de 1991. 
 
CUARTO: Contra la presente procede el recurso de impugnación. 
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QUINTO: Si éste fallo no fuere impugnado oportunamente, envíese a la Honorable 
Corte Constitucional para su eventual revisión. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

INGRID SOFÍA OLMOS MUNROE  
JUEZA 

JVILLA 
 


